[image: image1.jpg]GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE .

UATEMALA

Comisién Preidencial de Derechos Humanos

COPREDEH

Direccion de Investigacion e
Informes

»
%








Respuesta del Estado de Guatemala a la Relatora Especial sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad sobre el cuestionario “políticas inclusivas de la discapacidad”
Clasificación: DDHH

No.360-000-260-16. De abril 2016

Guatemala. Ref. P-426-2016/VHGM/HM/gp

I. Introducción

El Estado de Guatemala a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, recibió la comunicación en la cual la Relatora Especial sobre los Derechos de la Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas, señora Catalina Devamdas-Aguilar; solicita se dé respuesta al cuestionario titulado “políticas inclusivas de la discapacidad”.   

El Estado de Guatemala, a través de la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos -COPREDEH-, a la Relatora Especial sobre los Derechos de la Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas brinda la siguiente información. 

II. Antecedentes 

El Estado de Guatemala de conformidad con los principios, reglas y practicas internacionales con el propósito de contribuir al mantenimiento de la paz y la libertad, al respeto y defensa de los derechos humanos y al fortalecimiento de las relaciones entre Estados, ratificó la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad por sus siglas en ingles -CRPD- el 5 de diciembre de 2008 a través del Decreto No. 59-2008 del Congreso de la República de Guatemala.

De la misma manera el Estado Guatemalteco creo la Ley de Atención a Personas con Discapacidad a través del Decreto No. 135-96 del Congreso de la República.

Ambos instrumentos como normas que cumplen con el propósito de promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas con discapacidad y promover el respeto de su dignidad inherentes, incluyendo dentro de las personas con discapacidad a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales, o sensoriales a largo plazo, que al interactuar con diversas barreras, pueden impedir su participación plena y efectiva dentro de la sociedad en igualdad de condiciones. 

Tomando en cuenta la importancia de constituir una fuente de interpretación ante dudas sobre el alcance de los preceptos constitucionales se indica que; si bien constitucionalmente, se pone énfasis en la primacía de la persona humana, esto no significa que esté inspirada en los principios del individualismo y que, por consiguiente, tienda a vedar la intervención estatal, en lo que considere protección a la comunidad social y aplicación de los principios de seguridad y justicia
.
Sobre estas consideraciones el Estado de Guatemala por orden constitucional establecido en la Carta Magna en su artículo 53, garantiza la protección a los minusválidos y personas que adolecen de limitaciones físicas, psíquicas o sensoriales, por lo que no puede condenárseles a la pérdida de un derecho adquirido legalmente bajo el argumento de no cumplir con determinado requisito. 
III. Respuestas del Estado al cuestionario de la Relatora Especial
	1. Sírvase proporcionar información sobre cómo su país está considerando los derechos de las personas con discapacidad en sus políticas dirigidas a la implementación y el seguimiento de los objetivos de desarrollo sostenible incluyendo.

· Las estrategias y los planes de acción nacionales existentes.

· La asignación del presupuesto para su ejecución.

· Los mecanismos o marcos existentes para vigilar su implementación.

· ¿Cómo estas estrategias y/o planes tienen en cuenta la situación de las mujeres y las niñas con discapacidad, así como los niños y las personas mayores con discapacidad?

· ¿Cómo se asegura la participación de las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en el desarrollo e implementación de tales estrategias y/o planes?


El Estado de Guatemala por medio del Plan Nacional de Desarrollo K´atun, nuestra Guatemala 2032; constituye la política nacional de desarrollo de largo plazo que articula las políticas, planes programas, proyectos e inversiones del país.  Este Plan se estructura a través de 5 ejes: a). Guatemala urbana y rural, b). Bienestar para la gente, c). Riqueza para todas y todos, d). Recursos naturales hoy y para el futuro, e). El Estado como garante de los derechos humanos y conductor del desarrollo.  Así mismo toma toda la temática de discapacidad en forma transversal en cada uno de los ejes.

Para el logro de las metas y resultados de los 5 ejes; intervienen todas las instituciones del sector público, cada una realizando acciones en el marco de su mandato legal y lo correspondiente según lo indicado en el mismo Plan; cada una con los recursos que le son asignados por el Ministerio de Finanzas -MINFIN- donaciones, prestamos y la participación de la iniciativa privada y la sociedad civil organizada.

De igual manera la Política de Discapacidad surge en el 2006 después de un amplio  proceso de consulta y participación de personas con discapacidad, organizaciones de y para personas con discapacidad y de instituciones del Gobierno.

Las políticas públicas forman parte del que hacer del Estado y se refieren a fines y principios orientados a atender una población específica.  Pueden ser de Estado, gobierno, sectoriales o institucionales.  Es un medio para llegar a una determinada meta económica o social.  En el caso de  la Política Nacional en Discapacidad, está orientada a promover los derechos de las personas con discapacidad o en riesgo de tenerla.
En cuanto a la asignación presupuestaria, la administración 2016-2020 incluye una agenda social que define acciones especificas en los temas de; seguridad alimentaria y nutricional, salud integral y educación de calidad, donde cada entidad asigna os recursos necesarios que permitan el cumplimiento de las metas establecidas en el Plan Nacional. 
Sobre el mismo tema, las asignaciones presupuestarias se pueden reflejar de la siguiente manera:

· Consejo Nacional para la Atención de las Personas con Discapacidad -CONADI- en 2010 ejecuto un total de Q.4,974,773.ºº para 2015 ejecuto un total de Q.11,436,150.ºº; y el total asignado a dicha institución para el ejercicio fiscal 2016 fue un total de 13,000,000.ºº
· Aporte del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social -MSPAS- a ONG´S para el 2016:

· Asociación Civil Ayúdame a Escuchar; Q.300,000.ºº 

· Fundación Pro-bienestar del Minusválido -FUNDABIEN-; Q.10,000,000.ºº
· Fundación Guatemalteca Americana de Cirugía Ortopédica Avanzada; Q.8,000,000.ºº
· Asociación Nacional de Sordos de Guatemala; Q.1,000,000.ºº
· Fundación Margarita Tejeda para Niños con Síndrome de Down; Q.6,000,000.ºº
· Fundación Ayúdame a Escuchar Bárbara Nicolle; Q.1,000,000.ºº
· Fundación Guatemalteca para Niños con Sordo-ceguera Alex; Q.1,000,000.ºº

El presupuesto a la fecha no está desagregado específicamente para la temática de discapacidad en las diferentes instituciones del sector público.
Referente a los mecanismos existentes para vigilar la implementación de los planes; de una manera general toda la planificación institucional, tiene como requisito disponer de un sistema de seguimiento y evaluación; todas las entidades públicas tienen la obligación de realizar su planificación siguiendo la metodología de Gestión por Resultados, la cual tiene como parte fundamental la formulación de metas e indicadores; de igual manera todas las instituciones tienen la obligación por mandato legal de presentar informes de gestión institucional cuatrimestral, a las entidades de control gubernamental.

A la fecha, toda la planificación institucional debe ser elaborada con base al Plan Nacional K´atun, de manera que contribuyan a alcanzar las metas establecidas, y la institución a cargo de la revisión de esta planificación y de la evaluación de los resultados es la Secretaría General de Planificación    -SEGEPLAN-.  Por último y por mandato constitucional, las instituciones deben realizar un informe anual de gobierno con el fin de presentar los avances en las Políticas del Estado.  

El estado de Guatemala acorde al artículo 224 constitucional acerca de la administración descentralizada, como un proceso mediante el cual el Gobierno central delega la ejecución y el control administrativo de ciertas funciones a entes distintos de sí mismo o a sus entidades autónomas y descentralizadas, reteniendo las funciones reguladora, normativa y de financiamiento con carácter subsidiario y de control; ha creado instituciones públicas para promover, proteger y garantizar, estas acciones orientadas a la protección social de la población en condiciones de vulnerabilidad (mujer, niñez, discapacidad, adulto mayor), como las siguientes:

· El CONADI, es el ente coordinador, asesor e impulsor de las políticas generales en discapacidad, con el propósito de dar cumplimiento a la Convención CRPD. 
· Secretaría Presidencial de la Mujer -SEPREM-; con la función primordial de promocionar los derechos de las mujeres y promover su participación activa en la sociedad.  Actualmente existe una oficina de la mujer en todas las municipalidades del país.  Esta secretaría creo el departamento de discapacidad el cual ha realizado como una primera acción, foros con el tema “Yo también soy mujer” cuyo propósito es articular a mujeres integrantes de organizaciones con discapacidad, para que desarrollen acciones en el marco de los derechos de la mujer.  
· La Procuraduría General de la Nación -PGN- a través del Departamento de Protección de los Derechos de la Mujer, Adulto Mayor y Personas con Discapacidad atiende las denuncias en todo el país de estos tres sectores, por medio de sus agencias departamentales.
· La Secretaría de Bienestar Social -SBS- cuenta con el Programa de Discapacidad, éste cuenta con 2 centros ubicados en la ciudad capital, promoviendo la creación y desarrollo de servicios de educación especial, en los cuales son atendidos niños, niñas y adolescentes, con necesidades educativas especiales, desde la infancia hasta la formación laboral para una vida digna, independiente y productiva. 
· La Policía Nacional Civil -PNC- a través de su dirección de Derechos Humanos facilita todas las actividades necesarias para la asistencia integral de las víctimas en su recuperación emocional, familiar, social y brinda asistencia legal, ya sea de manera directa o a través de organizaciones e instituciones con estos fines.
La Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia -Ley PINA-
 es un instrumento jurídico de integración familiar y promoción social, que persigue lograr el desarrollo integral y sostenible de los menores de edad, dentro de un marco democrático de los derechos humanos. 

Dentro de los aspectos principales que esta ley protege respecto al tema de menores de edad con discapacidad, están:

· La igualdad y no discriminación de los menores de edad con discapacidad para tener un desarrollarse social.

· Que todos los centros de salud del país tanto públicos como privados, están obligados a crear programas especializados para la atención de menores de edad con discapacidad. 
· Gozar de una vida plena y digna. 

· Que los menores de edad tengan acceso a la información y comunicación por los medios adecuados así como garantizar la accesibilidad para su integración y participación social.

· Asegurar el trabajo protegido de los menores de edad con discapacidad. 

Acerca de la participación de las personas con discapacidad en la implementación de estrategias y/o planes, el Estado de Guatemala ha creado normas con el objeto de promover la participación de las personas con discapacidad tales como:

· LEY DE ATENCION A LAS PERSONAS CON DISCAPACIAD. Decreto No. 135-96. Por medio de la cual se declara de beneficio social el desarrollo integral de las personas con discapacidad física, sensorial, intelectual o con trastornos de talla y peso genético y congénito o adquirido, en igualdad de condiciones para su participación en el desarrollo educativo, económico, social y político del país.
· LEY DE CONSEJOS DE DESARROLLO URBANO Y RURAL.
 El 12 de marzo del 2002, fue creada por medio del el Decreto 11-2002, la aprobación de esta nueva ley constituye un avance importante en el cumplimiento de los compromisos sobre descentralización y participación social ya que ofrece un marco jurídico que permite y promueve la participación y representación de todos sectores de la población civil en la definición de los planes, programas, proyectos y políticas de desarrollo y el monitoreo de la gestión y el gasto público, y el fortalecimiento del poder local.
· CÓDIGO MUNICIPAL. Aprobado por medio del Decreto 12-2002, con el objeto de cubrir el reconocimiento de los gobiernos municipales, con autoridades electas directa y popularmente, lo que implica el régimen autónomo de su administración, como expresión fundamental del poder local y la administración descentralizada.  Surgido de los Acuerdos de Paz, éste Código contempla el compromiso de una legislación municipal adecuada a la realidad de la nación guatemalteca.  

El acceso a la participación de las personas con discapacidad dentro del Estado de Guatemala se ve reforzada a través de la integración de organizaciones de personas con discapacidad, conocidas como Comisiones Departamentales de Discapacidad -CODEDIS- las cuales tienen participación dentro de los Consejos Departamentales de Desarrollo.  La institución a cargo de dar seguimiento a estos CODEDIS es el CONADI.

Por medio del CONADI, en la actualidad y a nivel Municipal se están creando las Oficinas Municipalidades de Discapacidad -OMD-, las cuales son espacios de toma de decisión y de acción a nivel local para la promoción de los derechos de las personas con discapacidad.  A la fecha son 12 oficinas las que ya están instauradas.
	2. Sírvase proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existentes en su país en relación con la no discriminación, incluyendo:

· Si la “discapacidad” se menciona específicamente como un motivo de discriminación prohibido.

· La existencia de cualquier mecanismo presupuestario para asegurar la realización de ajustes razonables por parte de entidades públicas.

· Si la denegación de ajustes razonables constituye discriminación.

· La existencia de las medidas de acción afirmativa para las personas con discapacidad. 

· La existencia de recursos legales, administrativas o de otro tipo efectivos, disponibles para las personas que hayan sido objeto de discriminación por motivos de discapacidad, incluida la denegación de ajustes razonables. 

· El establecimiento de agencias gubernamentales u otras instituciones similares para garantizar a las personas con discapacidad protección igual y efectiva contra la discriminación. 


Dentro del Estado de Guatemala todos los seres humanos son libres e iguales en dignidad y derechos y ninguna persona puede ser sometida a servidumbre ni a otra condición que menoscabe su dignidad; además los seres humanos deben guardar conducta fraternal entre sí. Establecido dentro del artículo 4º de la Constitución Política de la República de Guatemala.   

Sobre este principio de igualdad es importante referirnos a la opinión de la Corte de Constitucionalidad en su Gaceta No. 24, expediente No. 141-92, sentencia del 16 de junio de 1992; la cual indica:

"...el principio de igualdad, plasmado en el artículo 4o. de la Constitución Política de la República impone que situaciones iguales sean tratadas normativamente de la misma forma; pero para que el mismo rebase un significado puramente formal y sea realmente efectivo, se impone también que situaciones distintas sean tratadas desigualmente, conforme sus diferencias. Esta Corte ha expresado en anteriores casos que este principio de igualdad hace una referencia a la universalidad de la ley, pero no prohíbe, ni se opone a dicho principio, el hecho que el legislador contemple la necesidad o conveniencia de clasificar y diferenciar situaciones distintas y darles un tratamiento diverso, siempre que tal diferencia tenga una justificación razonable de acuerdo al sistema de valores que la Constitución acoge...”
De la misma manera el principio de igualdad se protege a través del conjunto de normas jurídicas punitivas de Guatemala, Código Penal (Decreto No. 17-73), que en su artículo 202bis tipifica el delito de “Discriminación” y establece:

202bis. Discriminación.
 Se entenderá como discriminación toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de género, raza, etnia, idioma, edad, religión, situación económica, enfermedad, discapacidad, estado civil, o en cualesquiera otro motivo, razón o circunstancia, que impidiere o dificultare a una persona, grupo de personas o asociaciones, el ejercicio de un derecho legalmente establecido incluyendo el derecho consuetudinario o costumbre, de conformidad con la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales en materia de derechos humanos. 
Quien por acción u omisión incurriere en la conducta descrita en el párrafo anterior, será sancionado con prisión de uno a tres años y multa de quinientos a tres mil quetzales. 

La pena se agravará en una tercera parte: 

a) Cuando la discriminación sea por razón idiomática, cultural o étnica. 

b) Para quien de cualquier forma y por cualesquiera medio difunda, apoye o incite ideas discriminatorias. 

c) Cuando el hecho sea cometido por funcionario o empleado público en el ejercicio de su cargo. 

d) Cuando el hecho sea cometido por un particular en la prestación de un servicio público. 

Sobre el mecanismo presupuestario para asegurar la realización de ajustes razonables, la Constitución Política establece en su artículo 134, garantizar los principios de descentralización y autonomía de la cual cuentan los municipios y las entidades autónomas y descentralizadas; por consiguiente dentro de sus obligaciones está la de remitir al Organismo Ejecutivo y al Congreso de la República, sus presupuestos detallados ordinarios y extraordinarios, con expresión de programas, proyectos, actividades, ingresos y egresos.  Esta información se remite a dichos entes con el objeto de su aprobación. 

En el mismo tema, como una atribución específica del Congreso de la República está la de aprobar o no y modificar el presupuesto de ingresos y egresos del Estado.  Este proceso lo realiza a más tardar 30 días antes de entrar en vigencia
 y conforme lo establecido en la Ley Orgánica del Presupuesto.
  
Es decir; cada institución según sus reglamentos y normas internas realiza acciones a favor de los ajustes razonables.  Respecto a la existencia de un mecanismo presupuestario para asegurar la realización de estos ajustes, a la fecha no se cuenta con datos exactos y desagregados específicamente para la temática de discapacidad en las diferentes instituciones del sector público.
Acerca de los ajustes razonables, la Convención internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad, indica en su artículo 2º lo siguiente:

“Por ajustes razonables se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con los demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.”   

Tal como se ha referido, dentro del Estado Guatemalteco el delito de discriminación también se entenderá como toda distinción y exclusión por discapacidad.  Y por ende es objeto de procedimientos agiles y eficientes para que los operadores de justicia realicen sus funciones con oportunidad, en plazos razonables, de manera transparente y expedita.  Los funcionarios y empleados del sistema de justicia están obligados a considerar que la función que ejercen es un servicio público, básico y vital para el buen desempeño del Estado y la vida en común. 
Sobre este tema, instituciones como; la Procuraduría de Derechos Humanos -PDH-, Comisión Presidencial contra la Discriminación y el Racismo contra los Pueblos Indígenas -CODISRA-, Ministerio Público -MP-, PNC y el CONADI, reciben denuncias, dan seguimiento y facilitan servicios para la atención a personas con discapacidad al momento de ser vulnerados en sus derechos humanos y fundamentales.  
En cuanto a las medidas afirmativas, la Política Nacional de Discapacidad y la Ley de Atención a las Personas con Discapacidad contemplan las condiciones y situaciones mínimas que cada institución pública debe accionar para contrarrestar las desigualdades.  Importante es mencionar que, la Política Nacional es un instrumento el cual deben acatar las instituciones para su implementación. 

El Estado de Guatemala por medio del Procurador de los Derechos Humanos, como un comisionado del Congreso de la República para la defensa de los Derechos Humanos que la Constitución garantiza; tiene la facultad de supervisar la administración pública.

Bajo estos principios establecidos en la Constitución Política, la PDH es la institución encargada de dar seguimiento, investigar las denuncias sobre discriminación a personas con discapacidad por medio de la Defensoría de las Personas con Discapacidad; además desde el Organismo Ejecutivo se cuenta con la CODISRA.  Ambas instituciones cuentan con sus propios mecanismos de verificación y seguimiento para eliminar las actitudes de carácter discriminatorios. 

	3. sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existentes en su país sobre la accesibilidad para las personas con discapacidad en relación con el entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, y otros servicios e instalaciones; incluyendo:

· La existencia de normas, directrices nacionales y regulaciones relativas a la accesibilidad y el diseño universal, incluyendo el acceso a tecnologías de la información y la comunicación.

· La existencia de planes de acción con plazos específicos para hacer las instalaciones y servicios públicos y privados accesibles para las personas con discapacidad.

· La existencia de requisitos de accesibilidad en la contratación pública.

· La existencia de cualquier mecanismo de asegurar el cumplimiento de las normas de accesibilidad.

· La formación de funcionarios del Estado y otros actores en materia de accesibilidad. 


La procuración para la promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad se ve reflejado por medio de las acciones tales como:

· Normas, directrices nacionales y regulaciones relativas a la accesibilidad.

· Acuerdo ministerial COM-16-2009 de la Municipalidad de Guatemala, el cual contiene el Manual Técnico de accesibilidad con personas con discapacidad al espacio físico y medio de transporte. 

· Decreto 90-97, código de Salud.  Por medio del cual el MSPAS ha desarrollado el sistema de vigilancia de malformaciones congénitas con el propósito de contar con información oportuna con el fin de sensibilizar a la población y al personal de salud para fortalecer las mediadas de prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación temprana.  

· Decreto 135-96, Ley de atención a las personas con discapacidad. En su art. 15 se establece que las instituciones públicas y privadas que brindan servicios a personas con discapacidad, deberán proporcionar información veraz, oportuna y accesible acerca de los tipos de discapacidad y servicios que prestan. 

· Ratificación del Tratado de Marrakech, cobra vigencia el 29 de enero de 2016 por medio del Decreto No. 7-2016.  Y cuyo objeto es el de facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas siegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso.  
· Planes de acción para hacer las instalaciones accesibles.

· El CONADI ha socializado el Manual Técnico de Accesibilidad a espacios físico, vivienda y transporte. 

· Las municipalidades previas a autorizar y otorgar las licencias de construcción, actualmente solicitan que dentro de los planos de construcción este incluida la accesibilidad para todos, basado en el diseño universal para personas con discapacidad.  

· El MIFIN cuenta con una sala especial de atención a las personas con discapacidad y adulto mayor.  Además ha readecuado el edificio y se utiliza el sistema braille y visual en ascensores. 

· El MP ha realizado proceso de accesibilidad dentro de sus instalaciones.
· Requisitos de accesibilidad en la contratación pública.

La Constitución Política en el Titulo II referente a los Derechos Humanos y Capitulo II sección 8º y 9º establece el derecho al trabajo.  Indicando que el trabajo es un derecho de todas las personas además de ser una obligación social, rigiéndose conforme a los principios de justicia social; y por medio del Código de Trabajo, Decreto No. 1441 del Congreso de la República.  
La Corte de Constitucionalidad a través de su Gaceta No. 37, expediente No. 291-95, sentencia del 16 de agosto de 1995 indica:

"...el derecho de trabajo es un derecho tutelar de los trabajadores y que constituye un mínimun de garantías sociales, protectoras de trabajador, irrenunciables únicamente para éste y llamadas a desarrollarse a través de la legislación ordinaria, la contratación individual colectiva, los pactos de trabajo y otras normas. Fundamentada en estos principios, la Constitución Política de la República regula lo relativo al trabajo, considerando éste como un derecho de la persona y una obligación social..."
Este mismo cuerpo legal establece en su artículo 113 el derecho de optar a empleos o cargos públicos indicando, que todos los guatemaltecos tienen el derecho a optar a cualquier empleo o a cualquier cargo público debidamente remunerado; de esta cuenta estos cargos y/o empleos pueden ser otorgados sin más requisito que por razones fundadas en meritos de capacidad, idoneidad y honradez.  Entendiéndose los “meritos de capacidad” como los grados académicos alcanzados con el objeto de desempeñar oportunamente el cargo asignado. 
El Estado Guatemalteco por medio de sus instituciones de Estado y de gobierno, dentro de los principios de equidad, igualdad, desarrollo y como políticas afirmativas; tienen como norma interna la política de no discriminación en la contratación del personal; brindándoles la asistencia necesaria y proporcionándoles un espacio de inclusión y desenvolvimiento laboral para el desarrollo humano a través de la asignación de tareas especificas a desempeñar.
· Mecanismo para el cumplimiento.

Como hasta ahora se ha indicado, no existe un mecanismo para asegurar el cumplimiento de las normas de accesibilidad, sin embargo cada institución debe incorporar dentro de su Plan de Operativo Anual -POA- las acciones a favor de la discapacidad.  Todo proyecto para su aval debe ser aprobado por la SEGEPLAN.
· Formación de funcionarios y otros actores.

Por parte del CONADI se cuenta con un proceso de formación dirigido al personal de diferentes instituciones como las siguientes: INGUAT, Transportistas, Municipalidades, PNC, Policías de Transito -PT-, Organismo Judicial, Gobernaciones Departamentales, entre otras instituciones. 

	4. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existentes en su país en relación con los servicios de apoyo para las personas con discapacidad, incluyendo:

· La diversidad y cobertura de los servicios disponibles (por ejemplo, servicios para la toma de decisiones con apoyo, la comunicación, la movilidad, el apoyo personal, los arreglos de vivienda, el acceso a servicios generales tales como la educación, el empleo, la justicia y la salud, y otros servicios a la comunidad).

· La disponibilidad de intérpretes de lengua de señas certificados.

· Los tipos de esquemas de prestación de servicios (por ejemplo, la provisión directa, las asociaciones público-privadas, las asociaciones con organizaciones comunitarias o no gubernamentales, la contratación externa, la privatización).

· Los mecanismos financieros para garantizar la asequibilidad de los servicios de apoyo para todas las personas con discapacidad.

· ¿Cómo los servicios permiten la elección directa y el control de los usuarios con discapacidad? 


El Estado de Guatemala a la Relatora Especial en los anteriores apartados ha informado sobre las acciones realizadas como respuestas afirmativas a favor de las personas con discapacidad; por lo que en esta parte se informará sobre algunas acciones que no han sido mencionadas antes.

Guatemala dentro de su legislación ha sentado las bases jurídicas y políticas para la promoción y protección de las personas con discapacidad.  Debido a la importancia que tiene el campo educativo en el desarrollo y evolución de las personas, la educación especial se hace un factor primordial para promover, proteger y asegurar este derecho. 

Por ello y por medio del Decreto No. 58-2007 del Congreso de la República se creó la Ley de Educación Especial para las Personas con Capacidades Especiales, cuyo ámbito de aplicación general es para todas las instituciones educativas, tanto públicas como privadas que, dentro del territorio nacional, prestan servicios educativos a niñas, niños, adolescentes y adultos.
Atendiendo a esta Ley; a través del Acuerdo Ministerial 3613-2011 del Ministerio de Educación -MINEDUC- se instauró la Dirección General de Educación Especial -DIGEESP-, quien presta servicios educativos especiales que las escuelas deben de satisfacer. 

El Ministerio de Trabajo -MINTRAB- por medio del Acuerdo Ministerial 12-94, instaló la Sección de Atención al Trabajador con Discapacidad, con carácter de dependencia técnico-administrativa en la Dirección General de Previsión Social. 
Desde la firma del convenio de cooperación interinstitucional entre el CONADI y el Ministerio de Desarrollo -MIDES- en el 2012, se ha contratado a personas con discapacidad, pues uno de los objetivos de este convenio es la inclusión laboral de personas con discapacidad.  

El MIDES ha incluido dentro de sus programas el apoyo por medio de becas y bolsas básicas de alimentos a personas con discapacidad en condición de pobreza y pobreza externa.  La entrega de estas bolsas se realiza a través de las sedes departamentales y municipales de este ministerio.  

Como un desafío latente dentro del sector público, está el poder certificar a los intérpretes del lenguaje por señas.  Sobre este punto es importante referir que son algunas asociaciones de la sociedad civil y algunas universidades privadas quienes han empezado a certificar este lenguaje. 
	    5. Sírvanse proporcionar cualquier otra información relevante (incluyendo información  proveniente de encuestas, censos y datos administrativos-estadísticos, informes y estudios), en relación con la implementación de políticas y planes de acción inclusivos de las personas con discapacidad existentes en su país.


En el 2005 se realizó la única Encuesta Nacional en Discapacidad, esta encuesta sirvió de base para distintos proyectos y programas; en el 2008 y 2011 se realizaron otras encuestas en los departamentos de Baja Verapaz, Jalapa e Izabal.  Estas encuestas aún siguen vigentes. 

Según el 4º Informe de Gobierno 2015-2016 en cuanto a las acciones de protección social mediante la asistencia social, lo cual busca facilitar el acceso a servicios básicos de salud, educación, capacitación técnica, entre otros, a las poblaciones que se encuentran excluidas, reconociendo en ellas su condición de titulares de derechos humanos.  Se pueden mencionar las siguientes:
· Inclusión de niñez con discapacidad y con necesidades educativas especiales.

· El MINEDUC proporciona atención educativa a estudiantes con discapacidad por medio de los programas de Escuelas de Educación Especial y Escuelas Inclusivas en sus dos modalidades: con docente de educación especial y con asesor pedagógico itinerante.
En el 2014. 
Se atendió a 2,022 estudiantes en el Programa de Escuelas de Educación Especial. 

Se atendió a 11,573 estudiantes en el Programa de Escuela Inclusiva.
En el 2015.

En ambas modalidades, se atendió a 14,855 estudiantes. 

El Programa de Educación Especial atendió a 2,028 estudiantes (848 mujeres y 1,180 hombres), en 105 establecimientos.

El Programa de Escuelas Inclusivas atendió, en sus dos modalidades, a 12,827 estudiantes (5,546 mujeres y 7,281 hombres) en 1,100 establecimientos. Se hizo entrega de 1,000 kits educativos para escuelas inclusivas.

Se dotó de libros que fomentan la educación inclusiva a 16,124 escuelas del nivel primario del sector oficial de los veintidós departamentos de la República. Estos son: Libro negro de los colores, Escucha mis manos y Todos somos especiales.
· Es necesario que la comunidad educativa sea parte de los procesos de educación y formación de los estudiantes con discapacidad; por tal razón, el MINEDUC apoya procesos de formación y acompañamiento a la comunidad educativa para la educación inclusiva y especial.
En el 2014.

Se capacitó a: 125 docentes y 25 coordinadores departamentales de educación especial, de los niveles pre-primario y primario en todo el país.
En el 2015.

Se capacitó a 5,992 actores de la comunidad educativa, de la siguiente manera: 687 directores; 167 docentes de educación especial; 3,375 docentes de escuelas regulares; 1,638 padres de familia, y 125 supervisores.

· Becas y bolsas de estudio 
· El MINEDUC, por medio del Programa de Becas, otorga un beneficio económico anual de mil quetzales que se entrega a padres de familia o representantes legales de estudiantes con discapacidad, oficialmente inscritos en centros educativos públicos y que cumplan con el perfil requerido y la normativa establecida. Los beneficiados son estudiantes con discapacidad física o motora, ceguera, baja visión, trastornos generalizados del desarrollo, sordera, hipoacusia, gente pequeña, discapacidad múltiple y discapacidad intelectual.
En el 2014.

Se benefició a 4,258 estudiantes en todo el territorio nacional.

En el 2015.

Se otorgaron 4,264 becas a estudiantes del sector público con discapacidad.
· El programa de bolsa de estudios impulsado por el CONADI consiste en la entrega de apoyos económicos a estudiantes con discapacidad de distintos niveles académicos.
En el 2014. 

Se entregó la cantidad de 87 aportes económicos, distribuidos de la siguiente manera: 6 aportes para el nivel pre-primario; 29 para primaria; 14 para el ciclo básico; 16 para el ciclo diversificado; 22 para el nivel universitario. 

Se realizaron 42 acciones de monitoreo a centros educativos del sector público, con el propósito de verificar la calidad educativa que se brinda a las personas con discapacidad
En el 2015.

Se otorgaron 87 bolsas de estudio a estudiantes con discapacidad de los distintos niveles educativos provenientes de la ciudad capital y de los departamentos de Sololá, Quetzaltenango, Baja Verapaz, Quiché, Izabal, Huehuetenango, Suchitepéquez, San Marcos, Jalapa, Santa Rosa y Escuintla.
· Atención en salud.
· La Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente -SOSEP- promueve servicios de salud y dotación de productos ortopédicos a personas con discapacidad, así como otros servicios sociales que contribuyen a mejorar sus condiciones y calidad de vida.
En el 2014.

Se ha beneficio a 7,779 personas, dotándolas de productos ortopédicos y facilitándoles tratamientos médicos y otros servicios sociales.
Se realizaron 80 jornadas médicas en diferentes departamentos del país, beneiciando a 40,197 personas.
En el 2015.
El programa ha beneficiado a 5,367 personas con discapacidad, dotándolas de productos ortopédicos.  Estas acciones se llevaron a cabo en 195 municipios de los veintidós departamentos de la República.
· Derecho a la identidad

· El Registro Nacional de las Personas -RENAP-, a través de las unidades móviles, ha realizado jornadas para la captura de datos de menores de edad con discapacidad, para la emisión del Documento Personal de Identificación -DPI- de menores de edad.
En el 2014.

Se atendió a 47 niños y niñas comprendidos entre los 2 y los 13 años de edad de los centros educativos del Benemérito Comité Pro-ciegos y Sordos de Guatemala.
También se benefició a 64 personas con capacidades especiales, en su mayoría niñas, niños y adolescentes del Hogar del Niño Minusválido «Santo Hermano Pedro», en la zona 4 de Quetzaltenango.

En el 2015.

Se realizaron 4 jornadas, para un total de 281 niños y niñas atendidos.
· Capacitación técnica
· En el marco de la carta de entendimiento entre CONADI-INTECAP cuyo objetivo es promover la formación y capacitación para el empleo y autoempleo de las personas con discapacidad para su inclusión en la actividad productiva, se ha atendido a personas con las discapacidades siguientes: física, auditiva, visual e intelectual leve.
En el 2014.

Se capacitó a 86 personas con discapacidad.
En el 2015.

Se capacitó a 53 personas con discapacidad.
· Programa de deporte y recreación dirigido a población con capacidades especiales
· Por medio del MINEDUC se impulsan, fomentan e implementan, a nivel nacional, programas de deporte y recreación dirigidos a personas con capacidades especiales. Se busca, así, su interacción con el medio ambiente y mayor conocimiento y autoconciencia de su cuerpo físico.
En el 2014.

Se benefició a 28,018 personas con discapacidad.
En el 2015.

Se atendió a 49,923 personas con alguna discapacidad.
· Capacitación ocupacional

· La SBS por medio del Centro de Capacitación Ocupacional (CCO), brinda capacitación a adolescentes con discapacidad intelectual leve y moderada comprendidos entre los 14 y los 18 años de edad.  Los adolescentes reciben talleres de desarrollo humano, talleres de capacitación laboral -como cocina, panadería, manualidades y conserjería- a efecto de que puedan ser integrados socialmente a una vida independiente y productiva.
En el 2014.

El CCO brindó atención a 78 adolescentes.
En el 2015.
El CCO, ha brindado atención a 90 adolescentes como población permanente, 28 mujeres y 62 hombres, a quienes se provee atención médica, apoyo psicosocial, psiquiátrico, odontológico y alimentación diaria.
IV. Conclusiones

El Estado de Guatemala es consciente que la población con discapacidad en el territorio nacional para 2015 sería de 426,821 personas.
  Y que las personas con discapacidad deben superar la desigualdad tanto en el uso de los servicios publico/privado como dentro de una sociedad muchas veces discriminatoria.

Razón por la cual; para el Estado de Guatemala la coordinación interinstitucional efectiva, la descentralización política, financiera y administrativa, son parámetros que permitirán realizar los procesos de planificación desde un enfoque realista para la sociedad; esto además de contribuir al desarrollo integral de las personas con discapacidad, ayudará a que las políticas y las leyes existentes puedan armonizar los derechos de las personas con discapacidad; necesario para seguir manteniendo un país incipientemente democrático.   

A pesar de los desafíos que quedan por superar, el Estado de Guatemala con la aprobación de la Política Nacional en Discapacidad, la aprobación de Ley de Atención de las Personas con Discapacidad, la ratificación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la ratificación del Tratado de Marrakech, ha realizado y sigue avanzando en la inclusión, promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad.

Sin otro en particular,

Víctor Hugo Godoy Morales

Presidente
� Contenido en el primer párrafo del Preámbulo de la Constitución Política de la República de Guatemala. Gaceta No. 1, expediente No. 12-86, pagina No. 3 de fecha 17-09-1986. 


� Decreto No. 27-2003 del Congreso de la República de Guatemala. 


� Ley PINA. Arts. 10, 35, 46, 48, 62, 71. 


� Firmado en el marco de los Acuerdos de Paz de fecha 29 de diciembre, 1996.


� Adicionado por el Artículo 1, del Decreto Número 57-2002 del Congreso de la República de Guatemala. 


� El ejecutivo deberá enviar el proyecto de presupuesto al Congreso con ciento veinte días de anticipación a la fecha en que principiará el ejercicio fiscal. Si al momento de iniciarse el año fiscal, el presupuesto no hubiere sido aprobado por el Congreso regirá de nuevo el presupuesto en vigencia en el ejercicio anterior, el cual podrá ser modificado o ajustado por el Congreso. Art. 171, otras atribuciones del Congreso, Constitución Política de la República de Guatemala.


� Artículo 238, Constitución Política de la República de Guatemala.


� Según la proyección de la encuesta del INE de 2005.
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